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INTRODUCCIÓN




Fuera de economías diferentes y de unas estructuras sociales algo distintas, lo que diferenciaba a los granadinos de sus vecinos parecía ser el legalismo, el dominio abrumador de los abogados que tanto molestaba a Bolívar, el rechazo a todo poder militar, el culto, más verbal que real, a la ley por encima de la fuerza


JORGE ORLANDO MELO,
Historia mínima de Colombia





Se dice que Simón Bolívar diferenciaba los territorios de la Nueva Granada diciendo que Venezuela era tierra de militares; Ecuador, de curas, y Colombia, de abogados. Hay algo de cierto en esta simplificación, como lo sugiere el epígrafe de Jorge Orlando Melo. La historia de nuestro país ha sido labrada por juristas desde la Independencia, con Francisco de Paula Santander, hasta la reciente desmovilización de las Farc, con los abogados que jalonaron lo esencial del debate sobre la paz, pasando por la reforma constitucional de 1936, con sus debates sobre la función social de la propiedad, y el Frente Nacional, con su andamiaje constitucional de convivencia interpartidista. A la importancia social y cultural que tienen los abogados se suma su cantidad: según muchos, Colombia está en la cima de la lista de los países con mayor cantidad de abogados en el mundo, con una tasa de aproximadamente 568 abogados por cada cien mil habitantes en 20161.


Este rasgo de nuestra nacionalidad no es fácil de valorar, pues tiene cosas positivas y cosas negativas. Ha sido la causa de múltiples enredos institucionales que han trastornado el orden de prioridades, impidiendo ver lo social, que es lo que realmente importa; pero también ha permitido un cierto control del poder a través de las formas legales y la división de los poderes. Ha sido la causa de mucho abuso y corrupción; pero también ha permitido el florecimiento de la cultura de los derechos y de su protección judicial. Ha alimentado el fetichismo jurídico y la eficacia simbólica; pero también ha empoderado a las comunidades y le ha dado fuerza a la Constitución.


Sea lo que fuere, lo cierto es que el derecho y sus profesionales (jueces, notarios, profesores de derecho, litigantes, funcionarios) tienen una visibilidad pública y una importancia extraordinarias entre nosotros. En Colombia los conflictos sociales, los proyectos políticos, las noticias cotidianas, el debate público y hasta las guerras, todo eso y mucho más suele empezar y terminar (cuando termina) con discusiones políticas y jurídicas protagonizadas por abogados. Existe una fuerte juridización de la vida social y política: lo que no pasa por el derecho no se ve, porque no adquiere dimensión pública ni relevancia política.


La importancia social de los abogados en nuestro medio se manifiesta en el lenguaje mismo: mientras en otros países la palabra abogado se utiliza exclusivamente para nombrar a los litigantes, en Colombia se entiende como “aquel que se gradúa de una facultad de derecho”, y eso incluye a todos los que se dedican a cada una de las subprofesiones que existen en el derecho: profesor, juez, notario, funcionario, asesor jurídico, árbitro o abogado litigante. Quizás sea hora de empezar a diversificar este lenguaje y a no confundir todas las profesiones jurídicas bajo la misma palabra. Aquí tratamos de hacer eso, y por lo tanto tratamos de reservar la palabra abogado para referirnos a los litigantes. No siempre es posible expresarse así (por ejemplo, porque implica desconocer el lenguaje oficial2) y por motivos de comprensión general no lo hacemos en el título de este libro. Así pues, para referirnos a quienes han pasado por una facultad de derecho hablaremos, en la medida de lo posible, de juristas.


En América Latina los litigantes han sido siempre los protagonistas de la profesión jurídica; en Europa o en Estados Unidos, en cambio, lo han sido los jueces, los legisladores o los profesores de derecho (Van Caenegem, 1987; Weber, 1986). Cada uno de estos tres personajes, según la época, el país y la tradición jurídica, ha dominado el panorama jurídico respectivo. Los jueces, por ejemplo, han sido los protagonistas del derecho en la tradición del Common Law, y de manera particularmente importante en Estados Unidos. En Francia los legisladores fueron protagonistas a principios del siglo XIX, en el marco del proceso de codificación. En los años treinta, durante la época de los llamados tratadistas, los profesores, sobre todo los de derecho civil, se convirtieron en voceros del derecho con la creación de la doctrina jurídica, que fue la guía de interpretación utilizada por los jueces, los litigantes y los legisladores (Audren y Halpérin, 2013).


La característica peculiar de América Latina es que, a pesar del marcado protagonismo de los juristas (los litigantes en particular), tenemos pocos referentes heroicos de ellos. En el cine, la televisión y sobre todo en la literatura es raro encontrar jueces o litigantes extraordinarios, que sean vistos como modelos para la sociedad por sus ideas, su sabiduría o su contribución al bien público. Los pocos juristas que aparecen en esas obras son casi siempre personajes secundarios, ambiciosos o venidos a menos (como el abogado de Relatos Salvajes, el estudiante de derecho de La estrategia del caracol o el doctor Pardito, en Don Chinche). En Cien años de soledad se habla de ellos diciendo que revolotean “como cuervos” con sus trajes negros y llegan a “empantanar la guerra” poniéndose del lado de los poderosos. Por el contrario, en la literatura y el cine norteamericanos (por ejemplo, en Witness for the Prosecution, To Kill a Mockingbird, The Paper Chase o The Rainmaker) aparecen no pocos juristas admirables que todavía resuenan en la cultura popular y jurídica tanto estadounidense como mundial (Galanter, 2005, p. 7). En Francia la imagen del jurista heroico no es tan común como en Estados Unidos, pero no falta, como es el caso de los abogados de las películas La vérité, L’inconnu dans la maison y Les bonnes causes. Es más frecuente la representación del jurista como un personaje complejo y ambivalente, como el abogado Jean-Baptiste Clamence, en La chute, de Albert Camus.


La enorme presencia social y política de los profesionales del derecho en Colombia contrasta con cierto déficit de grandeza de estos y su profesión. Ello viene acompañado del relativo desinterés que el Estado, las élites gobernantes y la población en general muestran por los juristas, en particular por los jueces, su formación y su ejercicio profesional. La dimensión pública y virtuosa de la profesión se echa de menos. No hay sintonía entre el peso que los juristas (abogados, notarios, jueces, etc.) tienen en la vida nacional y la relativamente poca fe que la población pone en ellos, como profesionales capaces de mejorar el Estado de derecho, la justicia y la sociedad en general.


¿Cómo explicar esa contradicción? Tal vez hay que ir a la historia de América Latina (el caso colombiano no es único) y en particular a los sucesos de las independencias, cuando se configuraron los nuevos Estados nacionales en el continente, para encontrar las raíces del deterioro social y político de la profesión. En este libro no vamos tan lejos. Nos limitamos al análisis de los resultados de una investigación hecha en Dejusticia sobre el estado actual de la profesión jurídica en Colombia3. Sin embargo, creemos que la imagen que dan estos resultados es una buena ilustración de lo que ocurre.


La investigación muestra cinco rasgos esenciales que caracterizan a la profesión jurídica en Colombia.


En primer lugar, existe una sobreoferta de educación jurídica, es decir, de facultades de derecho (sobre todo de naturaleza privada), cuyo crecimiento y calidad ni el Estado, desde fuera, ni los juristas, autónomamente desde dentro, han sido capaces de regular. Como resultado, Colombia padece una especie de “feudalización” de la educación jurídica, de modo que cada facultad, amparada en una interpretación desmesurada del derecho a la autonomía universitaria, hace lo que quiere sin importar la suerte general de la profesión.


En segundo lugar, la educación jurídica está dividida socialmente según la capacidad de pago de los estudiantes, con el agravante de que existe una correlación fuerte entre el precio de las matrículas y la calidad de los estudios (Ceballos Bedoya, 2018a, p. 98). Esto configura una especie de apartheid educativo que, no sobra decirlo, viene desde la educación básica (García Villegas et al, 2013). La universidad pública, que tiene la vocación de remediar esta situación, ha sido incapaz de responder al crecimiento de la demanda de educación jurídica y tiene hoy una participación marginal en la formación de los juristas, y sobre todo de los que ocupan los altos cargos del Estado.


En tercer lugar, la desigualdad social que viene de las facultades de derecho (y que se origina en la escuela) se reproduce en el ejercicio profesional, en el cual se observa también una correlación fuerte entre salarios y costo de las matrículas pagadas.


En cuarto lugar, la profesión se ha feminizado en las últimas décadas. Prueba de ello es que hoy casi la mitad del total de tarjetas profesionales está en manos de mujeres (Ceballos Bedoya,2018b, p. 115). Sin embargo, ellas no pueden ascender más allá de un cierto punto dentro de las jerarquías de cada institución. Es lo que se conoce como el “techo de cristal” que les impide acceder a los cargos mejor remunerados de la alta burocracia estatal y el ejercicio privado del derecho.


Finalmente, la profesión está mercantilizada, dominada por litigantes que abusan de las acciones judiciales en medio de un sistema con problemas serios de mediocridad y clientelización. Todo esto ha ido en detrimento del valor ético del ejercicio profesional, ha menoscabado su sentido público y ha derivado en la falta de compromiso de los juristas con la justicia y el Estado.


Este último punto, estrechamente ligado a los anteriores, condensa lo esencial del problema que intentamos plantear en este libro y que puede resumirse de la siguiente manera: en las últimas décadas todas las manifestaciones de la profesión jurídica (la litigiosa, la judicial, la docente, la notarial, etc.) vienen sufriendo una crisis profunda de regulación (y sobre todo de autorregulación) con consecuencias sociales, políticas y éticas que afectan hondamente a la sociedad y al Estado. El problema de fondo no es tanto (o por lo menos no solamente) el diseño de las reglas que definen su funcionamiento, sino la falta de controles, la captura por parte del mercado y la política, y la bajísima calidad profesional e incluso moral de una buena parte de los jueces, notarios, profesores de derecho y litigantes.


Mientras no se eleve el umbral ético y público de la profesión, para lo cual es indispensable un acuerdo sobre principios de autorregulación y control, no tendremos un mejor derecho ni una mejor justicia ni un mejor Estado. Los políticos creen que todo se resuelve con una reforma legal, pero eso no es cierto. La reforma es necesaria, pero insuficiente debido a que se requieren cambios culturales, políticos y éticos que no se producen por decreto.


En los últimos diez años se han hecho esfuerzos por reformar el sistema judicial colombiano, y en particular por menguar las prácticas corporativistas y reacias a la rendición de cuentas que existen en su interior, sobre todo en las altas cortes. Esos esfuerzos han sido desencadenados por escándalos mayores al interior del aparato judicial. El llamado “cartel de la toga” dentro de la Corte Suprema de Justicia y los conflictos de interés del fiscal general de la Nación, Néstor Humberto Martínez, son solo los más recientes y de mejor recordación de una larga lista de escándalos. Estos y casi todos los anteriores hunden sus raíces, en una buena medida, en problemas estructurales de organización y funcionamiento de la profesión jurídica que aquí abordamos. La reforma a la justicia llegará en algún momento, pero no rendirá los frutos debidos mientras no se logren paralelamente cambios significativos en dicha estructura. En los próximos años (quizás décadas) deberán hacerse esfuerzos enormes para mejorar la profesión jurídica en Colombia, teniendo en cuenta que allí se encuentran las bases para mejorar la justicia. Sin aquello no es posible esto. Dicho mejoramiento implica una combinación de dos cosas: en primer lugar, cambios normativos esenciales en la estructura organizativa de la profesión, desde la educación jurídica hasta el ejercicio profesional. Del otro lado, cambios culturales en la manera de entender la profesión, su sentido público y su dimensión ética.


* * *


El libro se divide en cuatro partes, aparte de esta introducción. En la primera mostramos los resultados de la investigación, en materia de pregrados y posgrados. En la segunda, presentamos algunos datos sobre la falta de controles a la profesión y sobre cómo las desigualdades de la educación jurídica se reflejan también en el ejercicio profesional. En la tercera, menos cuantitativa y más analítica, exploramos las implicaciones de esos resultados e intentamos poner en evidencia los puntos más problemáticos de la profesión. Y en la cuarta, ofrecemos algunas ideas preliminares sobre qué se puede hacer para solucionar esos puntos problemáticos. Un lector afanado o poco asiduo a la lectura de datos (como hay tantos en la profesión) podrá limitarse, no sin tener una pérdida, a la lectura de estas dos últimas partes.


Una advertencia final. La investigación a la que se refiere este libro está fundada en el análisis de variables objetivas y de origen oficial. La interpretación de los resultados que aquí presentamos implica desde luego una cierta valoración política (algo inevitable) del derecho, la profesión jurídica y el Estado. Pero esa valoración no es caprichosa y busca siempre, hasta donde es posible, fundarse en los datos encontrados. Lo que hacemos con esos datos es poner en evidencia algunas disfuncionalidades de la profesión y plantear sus implicaciones, con el propósito de ofrecer bases firmes y objetivas para el debate y para su imprescindible reforma.


Del análisis surge una imagen bastante sombría de la profesión. Sin embargo, esa imagen (general) no desmerece en absoluto a la gran cantidad de juristas meritorios que hay en Colombia, algunos de los cuales son verdaderos héroes en la lucha por los derechos de las personas, por la justicia y por el Estado de derecho.


Finalmente, el tema de las propuestas y recomendaciones es, como lo diremos en las últimas páginas, muy delicado y por eso nos reservamos nuestra opinión para después, cuando esperamos se abra la discusión. Por ahora lo esencial es tener el panorama claro sobre el tipo de profesión jurídica que tenemos.





1     Este dato proviene del cruce de la información del Dane (2005) y de la Unidad de Registro Nacional de Abogados (2017). La posición de Colombia en el escalafón mundial es, como explicamos más adelante, muy discutible, pero por ejemplo Michelson (2013, p. 1115) sostenía que Colombia es el décimo tercer país con más abogados del mundo.


2     Las facultades de derecho colombianas otorgan diplomas de “abogado”, no de jurista.


3     Una versión completa de esta investigación, mucho más larga y con un componente cuantitativo más fuerte, será publicada en Dejusticia a mediados de 2019. Allí se explica con mayor detalle la metodología con la cual se recogieron y analizaron los datos presentados aquí.









LA EDUCACIÓN JURÍDICA


LOS PREGRADOS1


La oferta de educación jurídica ha crecido mucho en las últimas décadas, particularmente desde los noventa con la expedición de la Ley 30 de 1992, que defendió la autonomía universitaria, de la cual se derivó una situación de desregulación estatal que ha traído consecuencias nefastas para la profesión. Los pregrados de derecho pasaron de 38 en 1993 a 130 en 2007, 178 en 2015 y 192 en 2018, lo que equivale a la creación de tres nuevos pregrados cada semestre2. La demanda de educación jurídica ha crecido de la mano de la oferta. En 1974-I se matricularon cerca de 18 000 estudiantes, mientras que en 1994-I ya la cifra se acercaba a los 36 000 (Salamanca, 2010, p. 134). Entre los semestres 2000-I y 2015-I la cantidad de matriculados pasó de 55 531 a 126 264 estudiantes por semestre (SNIES, 2016). Este crecimiento de la población estudiantil ha estado jalonado sobre todo por el sector privado.


La gran mayoría de los pregrados de derecho son de bajo costo y baja calidad, y están especialmente concentrados en el sector privado. Los de alta calidad son muy pocos y educan a una pequeña porción de los juristas. La posibilidad de acceder a estos estudios de alta calidad es muy limitada: en el sector oficial las matrículas no son costosas, pero las universidades imponen filtros académicos de admisión que muy pocos superan; en el sector privado, en cambio, los filtros académicos son más débiles, pero las matrículas tienden a ser muy costosas, de manera que solo ingresan los que pueden pagar (que no son muchos). Un estudiante de clase alta o media-alta tiene todas las posibilidades de acceder a una buena facultad de derecho, mientras que las posibilidades del resto de los estudiantes en ese sentido son muy pocas o nulas3 (Ceballos Bedoya, 2018a, 2018b).


Estas desigualdades hacen parte de un fenómeno de apartheid educativo que comienza en la educación básica y media: los ricos y los pobres estudian cada uno por su lado, y mientras los primeros reciben buena o excelente educación, los segundos tienden a recibirla mediocre o mala (García Villegas, Espinosa, Jiménez y Parra, 2013). El sistema educativo (desde la escuela hasta la universidad) no solo no remedia ni siquiera parcialmente las desigualdades de cuna, sino que las refuerza.


Aquí se analizan la calidad y el costo de los pregrados de derecho ofrecidos en Colombia. A partir de allí se propone una tipología de la educación jurídica (o si se quiere, de las facultades de derecho) que permite poner sobre la mesa algunos de los problemas de calidad y desigualdad más apremiantes de la educación jurídica colombiana.


CALIDAD Y COSTO


La investigación que sustenta estos datos se hizo a partir de la recolección de información institucional sobre costo y calidad de los 178 pregrados de derecho ofrecidos en 20154.


La calidad


Se evaluaron conjuntamente dos indicadores de calidad: primero, las acreditaciones de alta calidad de los pregrados (es decir, de las tes de derecho) y las universidades que los ofrecen; segundo, los resultados en las pruebas Saber Pro.


Todos los pregrados deben contar con un registro calificado; sin embargo, si así lo deciden pueden someterse a un proceso adicional de acreditación de alta calidad. También las universidades pueden someterse a estos procesos. Las acreditaciones de alta calidad son otorgadas por el Consejo Nacional de Acreditación (CNA), organismo académico que tiene una relación de armonía e independencia con el Ministerio de Educación (Mineducación). Las acreditaciones de las universidades y de sus pregrados son independientes entre sí, con lo cual puede haber programas acreditados en universidades no acreditadas y viceversa. Cuando un pregrado es ofrecido por una universidad acreditada y cuenta con acreditación como programa, diremos que cuenta con el doble rasero de calidad.


A finales de 2015 había 178 pregrados de derecho vigentes y autorizados: 142 privados y 36 oficiales. Solamente 5 oficiales y 15 privados contaban con el doble rasero de calidad. Había además un predominio de los programas ni-ni —es decir, ni la universidad ni el programa tenían acreditación—, que representaban el 78% de la oferta, y otros 15 programas acreditados cuya universidad no lo estaba. Finalmente, había 5 pregrados no acreditados ofrecidos por universidades5 acreditadas, que representaban el 3% de la oferta (tabla 1).




TABLA 1. PREGRADOS DE DERECHO SEGÚN ACREDITACIONES (2015)


[image: Image]


Fuente: Ceballos Bedoya, 2018a, p. 87.





El segundo indicador de calidad, como ya se dijo, proviene de los resultados en las pruebas Saber Pro (años 2012 a 2015). Se encontró que los mejores promedios de resultados estaban en los pregrados ofrecidos por universidades acreditadas (especialmente los oficiales), y en particular, en los programas con doble rasero. Estos últimos mostraban un mejor desempeño que el resto de programas y solían tener las máximas más altas. De hecho, existe una diferencia estadísticamente significativa entre el desempeño de los pregrados con doble rasero y los demás pregrados. Por su parte, los programas ni-ni mostraron una dispersión importante en los resultados, pero tuvieron las medias y los mínimos más bajos en comparación con los otros tipos de programas. Finalmente, los programas acreditados de universidades no acreditadas también mostraron una tendencia a los resultados bajos, no muy distinta a la de los programas ni-ni.


En resumen, los programas con doble rasero parecen ser los mejores, no solo en la medida en que gozan de los dos sellos estatales de alta calidad, sino también porque suelen obtener los mejores resultados en las pruebas Saber Pro. Partiendo de esa base y con el propósito de identificar tendencias agregadas, en adelante se entenderá que los pregrados de “alta calidad” son solamente aquellos que tienen el doble rasero, mientras que los demás serán entendidos como de “baja calidad”.


El costo


Las matrículas de los pregrados de derecho se pueden dividir en al menos cinco niveles, tomando como punto de partida el promedio del costo de todos los pregrados (que en 2015 era de aproximadamente COP 3 400 000 o USD 1186)6. La mayoría de pregrados tiene un costo entre medio-bajo (54%) y medio-alto (16%); es decir, los dos niveles más cercanos al promedio general. El costo de los programas varía según el sector (público o privado) al que pertenezca la universidad. Por un lado, en el sector privado priman los programas de costo medio-bajo (64%), seguidos por los de costo medio alto (20%). Muy pocos programas de este sector son de costo alto (6%) o muy alto (5%). Por otro lado, encontramos que la mayoría de pregrados oficiales cobran matrículas en los niveles bajo y medio-bajo (es decir, tienen en general un costo mucho menor que las privadas). Hay que considerar, sin embargo, que en buena parte de los programas oficiales el costo de matrícula varía según el perfil socioeconómico de cada estudiante. En algunos de ellos la distancia entre lo que pagan los estudiantes de estratos altos y lo que pagan los de estratos bajos puede llegar a ser muy amplia.
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